
QUE REFORMA EL ARTÍCULO 40 DE LA LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO GENERAL DE LOS 

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CARGO DEL DIPUTADO MACEDONIO SALOMÓN TAMEZ 

GUAJARDO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO 

El que suscribe, diputado federal del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano de la LXIII 

Legislatura de la Cámara de Diputados, con fundamento en el artículo 71, fracción II, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6, numeral 1, 

fracción I, 77 y 78 y artículo 102 numeral 2 del Reglamento de la Cámara de Diputados del Congreso 

de la Unión, somete a consideración de esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con proyecto 

de decreto que reforma la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos 

en su artículo 40, numeral 5. 

Esta iniciativa de reforma tiene como objeto promover la instalación oficiosa de la Comisión 

Jurisdiccional y su Subcomisión de Examen Previo al inicio de cada Legislatura, para dar una 

oportuna y eficaz respuesta a las denuncias de Juicio Político y Declaratoria de Procedencia recibidas 

en la Dirección de Servicios Legales de la Secretaría General de la Cámara de Diputados, a efecto de 

fortalecer estas figuras como componente del Sistema Nacional Anticorrupción. Lo anterior con base 

en los siguientes: 

Antecedentes 

En el texto original de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de 1917 se 

incorporaron figuras jurídicas y procesos jurisdiccionales para proceder en casos de responsabilidad 

política de funcionarios públicos. Específicamente, el Título Cuarto de la constitución, actualmente 

denominado “De las Responsabilidades de los Servidores Públicos, Particulares Vinculados con 

Faltas Administrativas Graves o Hechos de Corrupción, y Patrimonial del Estado” establece el 

proceso de Juicio Político y Declaratoria de Procedencia. 

De acuerdo con la Dra. Cecilia Licona (2007), citando a Jorge Chaires (2003) y Héctor Fix Zamudio 

(2007), “el juicio político es un mecanismo para fincar responsabilidad política y sancionar con 

destitución y/o inhabilitación a funcionarios o servidores públicos de alto nivel que, en el ámbito de 

sus atribuciones, han incurrido en arbitrariedad o abuso o acceso de poder. Se trata de una función 

jurisdiccional conferida al poder legislativo, para determinar la responsabilidad de parlamentarios u 

otros funcionarios de elevada jerarquía que han cometido acciones u omisiones graves. Y si bien la 

función jurisdiccional por excelencia está destinada al Poder Judicial, existen ciertas excepciones en 

las que los otros Poderes de la Unión ejercen dicha facultad, como es el caso del juicio político que 

es competencia del Poder Legislativo”. 

Es importante aclarar, dadas comunes confusiones, las diferencias entre el juicio político y la 

declaratoria de procedencia o “desafuero”, para ello se inserta la distinción que propone la doctora 

Licona (2007): 

1. El juicio político es un procedimiento jurisdiccional regulado en el artículo 110 constitucional. 

En cambio, la declaración de procedencia es un procedimiento no jurisdiccional regulado en el 

artículo 111 constitucional. 

2. Mediante el juicio político se exige responsabilidad política a servidores públicos de alta 

jerarquía, por violación a las instituciones públicas fundamentales o a su buen despacho. En 

cambio, a través de la declaración de procedencia se autoriza el inicio de un procedimiento penal, 

ante las autoridades competentes en contra de servidores públicos investidos de inmunidad. 



3. En el juicio político se resuelve el fondo de la cuestión planteada. En cambio, en el 

procedimiento de declaración de procedencia no se resuelve el fondo de la cuestión planteada, sino 

que, sin prejuzgar, se remueve un obstáculo para que se pueda proceder penalmente contra el 

servidor público. Es un requisito de procedibilidad. 

4. El juicio político tiene como finalidad revisar las conductas de los “altos” servidores públicos 

federales, en el ejercicio de sus funciones, que perjudican los intereses públicos fundamentales o 

de su buen despacho; Igualmente, tiene el propósito de analizar las violaciones graves a la 

Constitución Federal o a las leyes federales que de ella emanen, así como por el manejo indebido 

de fondos y recursos federales en que incurran servidores públicos estatales en el ejercicio de sus 

funciones. En cambio, la declaración de procedencia tiene el objetivo que, mediante una instancia 

ante la Cámara de Diputados, se autorice para que las autoridades competentes puedan proceder 

penalmente por la comisión de delitos durante el tiempo de su encargo contra servidores públicos 

que gozan de inmunidad. 

5. El juicio político es de la competencia de ambas cámaras del Congreso de la Unión: la Cámara 

de Diputados funge como órgano de acusación, el Senado se erige en Jurado de sentencia, para 

conocer y resolver sobre la responsabilidad política de servidores públicos de alta jerarquía. En 

cambio, la declaración de procedencia es de la competencia exclusiva de la Cámara de Diputados, 

la cual declarará si ha o no lugar a proceder penalmente contra el inculpado; se caracteriza por el 

carácter unicameral del procedimiento. 

6. En el juicio político, la Cámara de Diputados procederá a la acusación respectiva ante la Cámara 

de Senadores, previa declaración de la mayoría absoluta del número de los miembros presentes en 

sesión; y luego, conociendo de la acusación, la Cámara de Senadores, erigida en Jurado de 

sentencia, aplicará –en su caso- la sanción correspondiente mediante resolución de las dos terceras 

partes de los miembros presentes en sesión. En cambio, en la declaración de procedencia, no se 

aplica sanción alguna, simplemente la Cámara de Diputados declarará, por mayoría absoluta de 

sus miembros presentes en sesión, si ha o no lugar a proceder contra el inculpado, para que, retirada 

la inmunidad, en su caso, la persona quede a disposición de la justicia ordinaria. 

7. La finalidad del juicio político consiste es determinar si el servidor público es o no indigno de 

permanecer en el cargo y de volver a ocupar funciones públicas; por ello, la sanción en ese juicio 

consiste en la destitución y la inhabilitación para desempeñar funciones, empleos, cargos o 

comisiones de cualquier naturaleza en el servicio público, sin opinar acerca de la responsabilidad 

de otro tipo en que pudiese haber incurrido el enjuiciado. En cambio, la finalidad de la declaración 

de procedencia es determinar si ha lugar o no a proceder contra el inculpado. Si la declaración es 

que, si ha lugar a proceder contra el servidor público, éste será separarlo para que quede sujeto a 

proceso penal. Si el proceso penal culmina en sentencia absolutoria el sujeto podrá reasumir su 

función. 

8. El juicio político sólo podrá iniciarse durante el periodo en el que el servidor público desempeñe 

su cargo y dentro de un año después. En cambio, el procedimiento para la declaración de 

procedencia sólo tendrá lugar mientras el servidor público funja en su encargo, pues su propósito 

es retirarle la inmunidad de que goza, separándolo de la función pública, para ponerlo a disposición 

de las autoridades competentes para que actúen con arreglo a la ley. Si la Cámara de Diputados 

determina que no ha lugar a proceder contra el inculpado, se suspenderá todo procedimiento 

ulterior, pero ello no será obstáculo para que la imputación por la comisión del delito continúe su 

curso cuando el inculpado haya concluido el ejercicio de su encargo, pues la misma no prejuzga 

los fundamentos de la imputación. 



9. Finalmente, es de observar que el juicio político y el procedimiento para la declaración de 

procedencia tienen en común que las declaraciones y resoluciones de la Cámara de Diputados y de 

Senadores sean inatacables. 

Los procedimientos de juicio político y de declaratoria de procedencia se encuentran regulados en el 

título cuarto de la Constitución y en la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos. 

En el artículo 109 de la Constitución, se establece que cualquier ciudadano, bajo su más estricta 

responsabilidad y mediante la presentación de elementos de prueba, podrá formular denuncia ante la 

Cámara de Diputados del Congreso de la Unión respecto de las conductas relativas a causar un 

perjuicio a los intereses públicos o de buen despacho, hechos de corrupción, o delitos derivados de la 

función pública. 

Respecto del procedimiento para determinar sanciones derivadas del juicio político, en el artículo 110 

se establece que, para la aplicación de las sanciones a que se refiere este precepto, la Cámara de 

Diputados procederá a la acusación respectiva ante la Cámara de Senadores, previa declaración de la 

mayoría absoluta del número de los miembros presentes en sesión de aquella Cámara, después de 

haber sustanciado el procedimiento respectivo y con audiencia del inculpado; conociendo de la 

acusación la Cámara de Senadores, erigida en Jurado de sentencia, aplicará la sanción correspondiente 

mediante resolución de las dos terceras partes de los miembros presentes en sesión, una vez 

practicadas las diligencias correspondientes y con audiencia del acusado. 

Para la declaratoria de procedencia, el artículo 111 establece que la Cámara de Diputados declarará 

por mayoría absoluta de sus miembros presentes en sesión, si ha o no lugar a proceder contra el 

inculpado. Este procedimiento se ha conocido comúnmente como “desafuero”. 

Finalmente, de conformidad con el artículo 114 de la Constitución, el Procedimiento de juicio político 

sólo podrá iniciarse durante el período en el que el servidor público desempeñe su cargo y dentro de 

un año después. Las sanciones correspondientes se aplicarán en un período no mayor de un año a 

partir de iniciado el procedimiento. La responsabilidad por delitos cometidos durante el tiempo del 

encargo por cualquier servidor público, será exigible de acuerdo con los plazos de prescripción 

consignados en la Ley penal, que nunca serán inferiores a tres años. Los plazos de prescripción se 

interrumpen en tanto el servidor público desempeña alguno de los encargos a que hace referencia el 

artículo 111. 

Ahora bien, la regulación específica de los procedimientos se encuentra en la Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos, en cuyo título segundo se regulan los Procedimientos 

ante el Congreso de la Unión en materia de juicio político y declaración de procedencia. 

Respecto de la sustanciación del procedimiento de juicio político, le referida ley establece lo 

siguiente: 

Denuncias e inicio de procedimiento 

• Cualquier ciudadano podrá formular por escrito, denuncia contra un servidor público ante la 

Cámara de Diputados por las conductas a las que se refiere la referida Ley, la cual deberá apoyarse 

en pruebas. (Artículo 9) 

• El juicio político sólo podrá iniciarse durante el tiempo en que el servidor público desempeñe su 

empleo, cargo o comisión, y dentro de un año después de la conclusión de sus funciones. Las 



sanciones respectivas se aplicarán en un plazo no mayor de un año, a partir de iniciado el 

procedimiento. (Artículo 9) 

Sustanciación del procedimiento 

• Corresponde a la Cámara de Diputados sustanciar el procedimiento relativo al juicio político, 

actuando como órgano instructor y de acusación, y a la Cámara de Senadores fungir como Jurado 

de Sentencia. (Artículo 10) 

• La Cámara de Diputados sustanciará el procedimiento de juicio político por conducto de 

las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Justicia, quienes al 

momento de su instalación designarán a cinco miembros de cada una de ellas para que, en unión 

de sus presidentes y un secretario por cada comisión, integren la Subcomisión de Examen Previo 

de denuncias de juicios políticos que tendrá competencia exclusiva para los propósitos contenidos 

en el capítulo II de esta ley. (Artículo 10) 

• Al proponer la Gran Comisión de cada una de las Cámaras del Congreso de la Unión, la 

constitución de comisiones para el despacho de los asuntos, propondrá la integración de una 

comisión para sustanciar los procedimientos consignados en la presente ley y en los términos de 

la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos. (Artículo 11) 

• Aprobada la propuesta a que hace referencia el párrafo anterior, por cada Cámara se designarán 

de cada una de las Comisiones, cuatro integrantes para que formen la Sección instructora en la 

Cámara de Diputados y la de Enjuiciamiento en la de Senadores. 

Procedimiento para juicio político 

De conformidad con el artículo 12 de la referida ley, la determinación del juicio político se sujetará 

al siguiente procedimiento: 

• El escrito de denuncia se deberá presentar ante la Secretaría General de la Cámara de Diputados 

y ratificarse ante ella dentro de los tres días naturales siguientes a su presentación; 

• Una vez ratificado el escrito, la Secretaría General de la Cámara de Diputados lo turnará a las 

Comisiones que corresponda, para la tramitación correspondiente. Si se trata de una denuncia 

presentada en lengua indígena, ordenará su traducción inmediata al español y lo turnará conforme 

al procedimiento establecido; 

• La Subcomisión de Examen Previo procederá, en un plazo no mayor a treinta días hábiles, a 

determinar si el denunciado se encuentra entre los servidores públicos a que se refiere el artículo 

2o., de esta Ley, así como si la denuncia contiene elementos de prueba que justifiquen que la 

conducta atribuida corresponde a las enumeradas en el artículo 7o. de la propia ley, y si los propios 

elementos de prueba permiten presumir la existencia de la infracción y la probable responsabilidad 

del denunciado y por tanto, amerita la incoación del procedimiento. En caso contrario la 

Subcomisión desechará de plano la denuncia presentada. En caso de la presentación de pruebas 

supervivientes, la Subcomisión de Examen Previo podrá volver a analizar la denuncia que ya 

hubiese desechado por insuficiencia de pruebas; 

• La resolución que dicte la Subcomisión de Examen Previo, desechando una denuncia, podrá 

revisarse por el pleno de las comisiones unidas a petición de cualquiera de los presidentes de las 



comisiones o a solicitud, de cuando menos, el diez por ciento de los diputados integrantes de ambas 

comisiones; 

• La resolución que dicte la Subcomisión de Examen Previo declarando procedente la denuncia, 

será remitida al pleno de las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de 

Justicia para efecto de formular la resolución correspondiente y ordenar se turne a la Sección 

Instructora de la Cámara. 

Sección Instructora 

• La Sección Instructora practicará todas las diligencias necesarias para la comprobación de la 

conducta o hecho materia de aquella; estableciendo las características y circunstancias del caso y 

precisando la intervención que haya tenido el servidor público denunciado. 

• Dentro de los tres días naturales siguientes a la ratificación de la denuncia, la Sección informará 

al denunciado sobre la materia de la denuncia, haciéndole saber su garantía de defensa y que 

deberá, a su elección, comparecer o informar por escrito, dentro de los siete días naturales 

siguientes a la notificación. (Artículo 13) 

• La Sección Instructora abrirá un período de prueba de 30 días naturales dentro del cual recibirá 

las pruebas que ofrezcan el denunciante y el servidor público, así como las que la propia Sección 

estime necesarias. (Artículo 14) 

• Terminada la instrucción del procedimiento, se pondrá el expediente a la vista del denunciante, 

por un plazo de tres días naturales, y por otros tantos a la del servidor público y sus defensores, a 

fin de que tomen los datos que requieran para formular alegatos, que deberán presentar por escrito 

dentro de los seis días naturales siguientes a la conclusión del segundo plazo mencionado. (Artículo 

15) 

• Transcurrido el plazo para la presentación de alegatos, se hayan o no entregado éstos, la Sección 

Instructora formulará sus conclusiones en vista de las constancias del procedimiento. Para este 

efecto analizará clara y metódicamente la conducta o los hechos imputados y hará las 

consideraciones jurídicas que procedan para justificar, en su caso, la conclusión o la continuación 

del procedimiento. (Artículo 16) 

• Si de las constancias del procedimiento se desprende la inocencia del encausado, las conclusiones 

de la Sección Instructora terminarán proponiendo que se declare que no ha lugar a proceder en su 

contra por la conducta o el hecho materia de la denuncia, que dio origen al procedimiento. (Artículo 

17) 

• Si de las constancias se desprende la responsabilidad del servidor público, las conclusiones 

terminarán proponiendo la aprobación de lo siguiente: 

I. Que está legalmente comprobada la conducta o el hecho materia de la denuncia; 

II. Que se encuentra acreditada la responsabilidad del encausado; 

III. La sanción que deba imponerse de acuerdo con el artículo 8o. de esta Ley, y IV.- Que, en 

caso de ser aprobadas las conclusiones, se envíe la declaración correspondiente a la Cámara de 

Senadores, en concepto de acusación, para los efectos legales respectivos. 



• Una vez emitidas las conclusiones, la Sección Instructora las entregará a los secretarios de la 

Cámara de Diputados para que den cuenta al Presidente de la misma, quien anunciará que dicha 

Cámara debe reunirse y resolver sobre la imputación, dentro de los tres días naturales siguientes, 

lo que harán saber los secretarios al denunciante y al servidor público denunciado, para que aquél 

se presente por sí y éste lo haga personalmente, asistido de su defensor, a fin de que aleguen lo que 

convenga a sus derechos. (Artículo 18) 

• La Sección Instructora deberá practicar todas las diligencias y formular sus conclusiones hasta 

entregarlas a los secretarios de la Cámara, dentro del plazo de sesenta días naturales, contado desde 

el día siguiente a la fecha en que se le haya turnado la denuncia, a no ser que por causa razonable 

y fundada se encuentre impedida para hacerlo. En este caso podrá solicitar de la Cámara que se 

amplíe el plazo por el tiempo indispensable para perfeccionar la instrucción. El nuevo plazo que 

se conceda no excederá de quince días. (Artículo 19) 

• La Cámara de Diputados se erigirá en órgano de acusación, previa declaración de su presidente. 

En seguida la Secretaría dará lectura a las constancias procedimentales o a una síntesis que 

contenga los puntos sustanciales de éstas, así como a las conclusiones de la Sección Instructora. 

Acto continuo se concederá la palabra al denunciante y en seguida al servidor público o a su 

defensor, o a ambos si alguno de éstos lo solicitare, para que aleguen lo que convenga a sus 

derechos. El denunciante podrá replicar y, si lo hiciere, el imputado y su defensor podrán hacer 

uso de la palabra en último término. Retirados el denunciante y el servidor público y su defensor, 

se procederá a discutir y a votar las conclusiones propuestas por la Sección Instructora. (Artículo 

20) 

• Si la Cámara resolviese que no procede acusar al servidor público, éste continuará en el ejercicio 

de su cargo. En caso contrario, se le pondrá a disposición de la Cámara de Senadores, a la que se 

remitirá la acusación, designándose una comisión de tres diputados para que sostengan aquélla 

ante el Senado. (Artículo 21) 

• Recibida la acusación en la Cámara de Senadores, ésta la turnará a la Sección de Enjuiciamiento, 

la que emplazará a la Comisión de Diputados encargada de la acusación, al acusado y a su defensor, 

para que presenten por escrito sus alegatos dentro de los cinco días naturales siguientes al 

emplazamiento. (Artículo 22) 

Procedimiento para declaratoria de procedencia 

• Se actuará, en lo pertinente, de acuerdo con el procedimiento previsto en materia de juicio político 

ante la Cámara de Diputados. (Artículo 25) 

• La Sección Instructora practicará todas las diligencias conducentes a establecer la existencia del 

delito y la probable responsabilidad del imputado, así como la subsistencia del fuero constitucional 

cuya remoción se solicita. Concluida esta averiguación, la Sección dictaminará si ha lugar a 

proceder penalmente en contra del inculpado. (Artículo 25) 

• Si a juicio de la Sección, la imputación fuese notoriamente improcedente, lo hará saber de 

inmediato a la Cámara, para que ésta resuelva si se continúa o desecha, sin perjuicio de reanudar 

el procedimiento si posteriormente aparecen motivos que lo justifiquen. (Artículo 25) 

• La Sección deberá rendir su dictamen en un plazo de sesenta días hábiles, salvo que fuese 

necesario disponer de más tiempo, a criterio de la Sección. En este caso se observarán las normas 



acerca de ampliación de plazos para la recepción de pruebas en el procedimiento referente al juicio 

político. 

• Dada cuenta del dictamen correspondiente, el presidente de la Cámara anunciará a ésta que debe 

erigirse en Jurado de Procedencia al día siguiente a la fecha en que se hubiese depositado el 

dictamen, haciéndolo saber al inculpado y a su defensor, así como al denunciante, al querellante o 

al Ministerio Público, en su caso. (Artículo 26.) 

• El día designado, previa declaración al presidente de la Cámara, ésta conocerá en Asamblea del 

dictamen que la Sección le presente y actuará en los mismos términos previstos por el artículo 20 

en materia de juicio político. (Artículo 27) 

• Si la Cámara de Diputados declara que ha lugar a proceder contra el inculpado, éste quedará 

inmediatamente separado de su empleo, cargo o comisión y sujeto a la jurisdicción de los tribunales 

competentes. En caso negativo, no habrá lugar a procedimiento ulterior mientras subsista el fuero, 

pero tal declaración no será obstáculo para que el procedimiento continúe su curso cuando el 

servidor público haya concluido el desempeño de su empleo, cargo o comisión. (Artículo 28). 

En atención a lo anterior, se advierte que, en términos generales, la legislación para la sustanciación 

de los Procedimientos de Juicio Político y Declaratoria de Procedencia en México se ha desarrollado 

a través de diferentes cuerpos normativos, y en términos generales prevé condiciones para garantizar 

el debido proceso en los procedimientos. 

Sin embargo, pese a existir más de 300 solicitudes de procedimientos en la Cámara de Diputados, al 

término de la pasada legislatura, en los últimos diez años no se habría instalado la Comisión 

Jurisdiccional y su Subcomisión de Examen Previo, lo que permite advertir la existencia de 

obstáculos, no siempre de tipo jurídico, que corresponde valorar y hacer más eficiente, a través 

de la instalación oficiosa de la Comisión Jurisdiccional y su Subcomisión de Examen Previo, 

para atender y resolver las denuncias de juicio político y declaratoria de procedencia recibidas 

por la Dirección de Servicios Legales de la Secretaría General de la Cámara de Diputados. 

Por lo tanto, la presente iniciativa busca proponer ajustes a la Ley Orgánica del Congreso de los 

Estados Unidos Mexicanos, para garantizar la tramitación oficiosa de las solicitudes de Juicio Político 

y declaratoria de procedencia recibidas en la Cámara de Diputados, de conformidad con la siguiente 

Exposición de Motivos 

La corrupción y la inadecuada gestión del poder público no es un asunto particular del estado 

mexicano. Los gobiernos de los diferentes países de la región se enfrentan a este fenómeno y buscan 

mejorar sus sistemas para que, tras una adecuada investigación y comprobación de los hechos, se 

establezcan sanciones y se separe de sus cargos a quienes ejercen el poder de una forma inadecuada. 

Por mencionar algunos casos recientes, los impeachment o procesos de separación del cargo por 

virtud de un juicio político, han tenido efectos en mandatarios de la región entre los que se encuentran 

Dilma Rousseff, la ex presidenta de Brasil, que fue separada del cargo en 2016; Otto Pérez Molina, 

el ex presidente de Guatemala, que fue separado del cargo en 2015; Fernando Lugo, el ex presidente 

de Paraguay, que fue separado del cargo en 2012; Park Geun-hye, la ex presidenta de Corea del Sur, 

que fue separada del cargo en 2017, por mencionar algunos. 



México es de los pocos países de la región que no ha ejercido las figuras políticas y jurisdiccionales 

para cuestionar el actuar de funcionarios públicos cuando se realicen actos contrarios a los valores 

democráticos o a consecuencia de actos de corrupción, a fin de que éstos se hagan cargo de actos que 

conlleven responsabilidad política. 

Durante la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados, como miembro de la Comisión de 

Gobernación, formé parte de la Comisión Jurisdiccional, cuyas funciones están reguladas en el 

artículo 40 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, que 

específicamente establece que la Comisión Jurisdiccional se integrará por un mínimo de 12 diputados 

y un máximo de 16, a efecto de que entre ellos se designen a los que habrán de conformar, cuando 

así se requiera, la sección instructora encargada de las funciones a que se refiere la ley reglamentaria 

del Título Cuarto de la Constitución en materia de responsabilidades de los servidores públicos. 

En atención a ello, a continuación, se expone una narración de hechos de las diferentes acciones 

realizadas por esta representación para impulsar la resolución de las denuncias de Juicio Político y 

Declaratoria de Procedencia en la Cámara de Diputados: 

a. Solicitud a la presidencia de la Comisión Jurisdiccional sobre los asuntos de denuncia de Juicio 

Político y Declaratoria de Procedencia turnados a la Comisión Jurisdiccional. El jueves 11 de 

febrero de 2016, se recibió del Lic. Apolo Rodríguez Guerrero, Secretario Técnico de la Comisión, 

oficio PCJ/ LXIII LEG/ 116/ 2016, mediante el cual informó las facultades de la Comisión 

Jurisdiccional, así como que, hasta esa fecha, la Mesa Directiva no habría solicitado abocarse al 

estudio, análisis y dictamen de algún asunto en específico. 

b. El 23 de febrero de 2016 y el 23 de agosto de 2016 se solicitó a la presidencia de la Comisión 

Jurisdiccional, así como de las Comisiones de Gobernación, y Justicia que integran la Gran 

Comisión, avocarse al estudio de las solicitudes recibidas y acumuladas en la Dirección de 

Servicios Legales de la Secretaría General de la Cámara de Diputados. 

c. Con motivo del amparo P 34-2014, que obliga a pronunciarse sobre la procedencia de una 

denuncia, el diputado Jorge Triana solicitó incluir en el orden del día de la Comisión de 

Gobernación, la instalación de la Subcomisión de Examen Previo. 

d. Con fecha 24 de febrero de 2017, ésta representación insistió en la importancia de sesionar para 

desahogar el listado de expedientes de denuncia de Juicio Político y Declaratoria de Procedencia 

resguardados por la Secretaría General de la Cámara de Diputados. 

e. El 14 de abril de 2016 el Pleno de la Cámara de Diputados aprobó el acuerdo de la Junta de 

Coordinación Política (Acuerdo de Integración) que instruye a las Comisiones de Gobernación y 

Justicia a instalar la Subcomisión de Examen Previo. 

f. La Subcomisión de Examen Previo fue instalada el 21 de abril de 2016. Cabe señalar que la 

Subcomisión no había sido instalada desde la LX Legislatura (2006-2009), generando con ello un 

importante retraso en las denuncias de Juicio Político y Declaratoria de Procedencia (más de 300 

expedientes de denuncias). 

g. El 4 de octubre de 2016 se convocó a sesión de la Subcomisión de Examen Previo, a 

desarrollarse el 6 de octubre de 2016, la cual tuvo por objeto la determinación de un procedimiento 

para atender el rezago, resolver la procedencia o desechamiento de las solicitudes, así como 

establecer un mecanismo de solución para las cuestiones no previstas en la normativa. 



h. El procedimiento para desahogar las más de 300 denuncias de Juicio Político y Declaratoria de 

Procedencia, fue atender las denuncias más antiguas, para lo que se hicieron propuestas de los 

documentos que darían respuestas a las denuncias. 

i. De conformidad con el referido acuerdo de integración, los miembros de la subcomisión tendrían 

acceso a los expedientes de denuncia de Juicio Político y Declaratoria de Procedencia. Al respecto, 

ésta representación solicitó acceso a los expedientes, teniendo acceso a 25 de los más de 300 

expedientes pendientes de resolver. 

Del análisis de las solicitudes de denuncia, se advirtió que muchas de ellas debían declararse 

improcedentes en razón de que superaban la temporalidad prevista en el 114 constitucional, que 

establece que sólo podrá iniciarse durante el período en el que el servidor público desempeñe su cargo 

y dentro de un año después. Tomando en cuenta que había denuncias recibidas desde 2006 pendientes 

de resolución, gran parte de las denuncias habrían precluido por el paso del tiempo. Además, respecto 

de aquellas que se encontraban dentro del plazo de ser atendidas, se decidió por mayoría, como parte 

del procedimiento, dejarlas a resolución al tiempo en que la Subcomisión hubiera resuelto los casos 

más antiguos, por lo que, de conformidad con las reglas de temporalidad, a la fecha habrían también 

precluido. Existían además algunas denuncias contra funcionarios que habrían fallecido, por lo que 

de decretó su desechamiento en atención a ese hecho superviniente. 

Aunado a lo anterior, un importante hallazgo con relación a las denuncias de Juicio Político y 

Declaratoria de Procedencia revisadas por esta representación, fue que los casos versaban sobre 

demandas de justicia en materia laboral o de seguridad social, tortura o falta de protección judicial, 

corrupción, políticas de salud pública y/o campañas electorales. 

De tal suerte que, aunque el objeto del Juicio Político es cuestionar la responsabilidad política de la 

actuación de funcionarios públicos, y el objeto de la Declaratoria de Procedencia es eliminar el fuero 

para proceder a determinar responsabilidades penales, gran parte de las denuncias se encuentran 

relacionadas con la impunidad o falta de acceso a la justicia en una diversidad de materias. 

Además, es de la lectura de las denuncias de Juicio Político o Declaratoria de Procedencia, es 

importante advertir que las expectativas de algunos denunciantes distan de un cuestionamiento 

independiente de la responsabilidad política de los funcionarios públicos, pero de un entramado 

complejo de la relación entre el ejercicio de la función pública, la responsabilidad política y la 

expectativa de justicia de los denunciantes. 

Por tanto, se advierte que la falta de instalación oficiosa de la Subcomisión de Examen Previo 

durante las LX, LXI y LXII Legislaturas, impidió que se resolvieran de forma oportuna y eficaz 

las denuncias de Juicio Político y Declaratoria de Procedencia. Aunado a lo anterior, el cúmulo 

de expedientes, así como la decisión de resolver en principio los más antiguos, y el lento 

desahogo de los expedientes en las ocasionales sesiones de la Subcomisión de Examen Previo, 

ocasionó que se resolviera para la mayoría de las denuncias el desechamiento, ya sea por 

criterios de temporalidad, como de imposibilidad material. 

Por tanto, la instalación oficiosa de la Comisión Jurisdiccional y su Subcomisión de Examen Previo 

en Legislaturas venideras es fundamental para fortalecer las figuras jurídicas del Juicio Político y 

Declaratoria de Procedencia, como una pieza o engranaje dentro del Sistema Nacional 

Anticorrupción. La función del Juicio Político es fundamental para cuestionar la responsabilidad 

desde el punto de vista político, y corresponde a la Cámara de Diputados ejercer esa función y 

contribuir desde allí con el fortalecimiento del Sistema Nacional Anticorrupción, así como ser 



ejemplo para legislaturas locales en el funcionamiento de las figuras jurídicas de Juicio Político y 

Declaratoria de Procedencia. Eso sin perjuicio de que se cuestione la responsabilidad desde el punto 

de vista jurídico, por los órganos previsto en el Sistema Nacional Anticorrupción. 

Importante también distinguir el alcance del Juicio Político de la Declaratoria de Procedencia o 

desafuero, que, para el caso de la comisión de delitos, propicia que se levante el obstáculo para poder 

proceder penalmente contra los funcionarios públicos previstos en el Titulo Cuarto, que 

presuntamente hayan cometido delitos. Importante también señalar que el hecho de ser desaforado, 

no implica que de forma automática se acepte la responsabilidad penal, pero si la posibilidad de 

someterse a un proceso de investigación penal que disminuya la impunidad. 

La presente iniciativa tiene como objetivo establecer la instalación oficiosa de la Comisión 

Jurisdiccional, y de su Subcomisión de Examen Previo, con el fin de optimizar y hacer eficiente el 

proceso de dictamen de las denuncias de Juicios Políticos y Declaratoria de Procedencia, que debe 

realizar la Cámara de Diputados. 

Lo anterior encuentra sintonía con el compromiso global de nuestro país para combatir las 

lamentables prácticas de corrupción y ejercicio indebido de política, manifiesto en la instalación del 

Sistema Nacional Anticorrupción. Con ello, se busca fortalecer la figura del Juicio Político y 

Declaratoria de Procedencia en nuestro país, generando una misión pedagógica con la delimitación 

de las situaciones donde procede y conservando la naturaleza original de estas figuras. Ello se logra 

además respondiendo a los denunciantes ante las expectativas que colocan al activar estas figuras de 

manera oportuna y clara. 

Por lo expuesto, se propone la modificación de la Ley Orgánica del Congreso General de los 

Estados Unidos Mexicanos para establecer la instalación oficiosa de la Comisión Jurisdiccional 

en cada Legislatura, así como su Subcomisión de Examen Previo, disponiendo de plazos 

específicos para la recepción de denuncias por parte de la Dirección de Servicios Legales de la 

Secretaría General de la Cámara de Diputados, así como para la resolución de las solicitudes 

de conformidad con el procedimiento previsto por la Ley Federal de Responsabilidades de 

Servidores Públicos. 

Cuadro comparativo de la iniciativa que reforma el artículo 40, numeral 5 de la Ley Orgánica 

del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos se presenta: 

Texto anterior 

Artículo 40. ... 

5. La Comisión Jurisdiccional se integrará por un mínimo de 12 diputados y un máximo de 16, a 

efecto de que entre ellos se designen a los que habrán de conformar, cuando así se requiera, la 

sección instructora encargada de las funciones a que se refiere la ley reglamentaria del título cuarto 

de la Constitución en materia de responsabilidades de los servidores públicos. 

Propuesta de Modificación 

Artículo 40. ... 

5. La Comisión Jurisdiccional se integrará de manera oficiosa al inicio de cada legislatura, por 

un mínimo de 12 diputados y un máximo de 16, a efecto de que entre ellos se designen a los que 



habrán de conformar, la sección instructora encargada de las funciones a que se refiere la ley 

reglamentaria del título cuarto de la Constitución en materia de responsabilidades de los servidores 

públicos. 

La Comisión Jurisdiccional se integrará con representantes de cada uno de los partidos 

políticos con representación en la Cámara. Los diputados que hayan accedido a su curul por 

medio de una candidatura independiente deberán designar un representante común ante la 

presente comisión. En caso de no existir consenso, no tendrán representación. 

Dentro de los 30 (treinta días) posteriores a su instalación, dentro del primer periodo de 

sesiones de la legislatura, la Comisión Jurisdiccional, por conducto de su Subcomisión de 

Examen Previo, solicitará a la Secretaría General del Congreso le sean remitidos los 

expedientes de denuncia de juicio político y declaratoria de procedencia. 

Las solicitudes deberán ser resueltas de conformidad a lo establecido en la Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos en su capítulo II. 

En caso que la denuncia cuestione la falta de acceso a la justicia de los denunciantes, la 

Comisión Juridiccional realizará la suplencia de la queja para estudiar el alcance de la 

responsabilidad política de los funcionarios públicos denunciados. 

Si se identificara que se denuncian actos de corrupción se dará vista al Fiscal Anticorrupción 

Cuando de la solicitud se advirtiera que se incurren en los supuestos del 110 constitucional, 

la comisión emitirá acuerdo para ser desahogado en pleno mediante la votación de la 

procedencia del juicio político. 

Las denuncias deben resolverse en un plazo de no más de 30 treinta días hábiles, tal como lo 

establece Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos. 

En caso de que la Comisión Jurisdiccional y la Subcomisión de Examen Previo no resuelva, 

en el plazo establecido por la ley, se podrá dar vista al Órgano Interno de Control de la 

Cámara de Diputados. 

Decreto que reforma el artículo 40, numeral 5, de la Ley Orgánica del Congreso General de los 

Estados Unidos Mexicanos 

Artículo Único. Se reforma el artículo 40, numeral 5, de la Ley Orgánica del Congreso General de 

los Estados Unidos Mexicanos para quedar como sigue: 

Artículo 40. ... 

5. La Comisión Jurisdiccional se integrará de manera oficiosa al inicio de cada legislatura, por un 

mínimo de 12 diputados y un máximo de 16, a efecto de que entre ellos se designen a los que habrán 

de conformar, la sección instructora encargada de las funciones a que se refiere la ley reglamentaria 

del Título Cuarto de la Constitución en materia de responsabilidades de los servidores públicos. 

La Comisión Jurisdiccional se integrará con representantes de cada uno de los partidos políticos 

con representación en la Cámara. Los diputados que hayan accedido a su curul por medio de 



una candidatura independiente deberán designar un representante común ante la presente 

comisión. En caso de no existir consenso, no tendrán representación. 

Dentro de los 30 (treinta días) posteriores a su instalación, dentro del primer periodo de sesiones 

de la Legislatura, la Comisión Jurisdiccional, por conducto de su Subcomisión de Examen 

Previo, solicitará a la Secretaría General del Congreso le sean remitidos los expedientes de 

denuncia de juicio político y declaratoria de procedencia. 

Las solicitudes deberán ser resueltas de conformidad a lo establecido en la Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos en su capítulo II. 

En caso que la denuncia cuestione la falta de acceso a la justicia de los denunciantes, la Comisión 

Juridiccional realizará la suplencia de la queja para estudiar el alcance de la responsabilidad 

política de los funcionarios públicos denunciados. 

Si se identificara que se denuncian actos de corrupción se dará vista al Fiscal Anticorrupción 

Cuando de la solicitud se advirtiera que se incurren en los supuestos del 110 constitucional, la 

comisión emitirá acuerdo para ser desahogado en Pleno mediante la votación de la procedencia 

del juicio político. 

Las denuncias deben resolverse en un plazo de no más de 30 treinta días hábiles, tal como lo 

establece Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos. 

En caso de que la Comisión Jurisdiccional y su Subcomisión de Examen Previo no resuelva en 

el plazo establecidos por la Ley, se podrá dar vista al Órgano Interno de Control de la Cámara 

de Diputados. 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 

Segundo. El Congreso de la Unión, dentro de los 90 días posteriores a la publicación del presente 

decreto en el Diario Oficial de la Federación, deberá llevar a cabo las adecuaciones necesarias a la 

legislación correspondiente. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 5 de abril de 2018. 

Diputado Macedonio Salomón Tamez Guajardo (rúbrica) 

 


